REGISTRADA BAJO EL N°
114
F°

EXPTE. N°123715
 Juzgado 7


En la ciudad de Mar del Plata , a los   24 días del mes de mayo del dos mil siete, reunida la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Sala Segunda, en el acuerdo ordinario a los efectos de dictar sentencia en los autos: "CURCI CARMELA Y OTRO C/ BERNARDINO COOP, DE SEGUROS LTDA S/ COBRO SUMAS DE DINERO", habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial, resultó que la votación debía ser en el siguiente orden: Dres. Nelida I. Zampini,  Roberto J. Loustaunau y Ricardo Domingo Monterisi.


El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes 


CUESTIONES:


1) ¨Es justa la sentencia de fs 942/949?


2) ¨Que pronunciamiento corresponde dictar?


A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SRA. JUEZ DRA. ZAMPINI DIJO:

I)Dicta sentencia el Sr. Juez de Primera Instancia resolviendo: I.- Hacer lugar a la demanda por restitución de sumas de dinero, promovida por el Sr. Sebastian Campisi y la Sra. Carmela Cursi, contra la compañía de Seguros Bernardino Rivadavia Coop.Ltda, condenando a esta última a pagar a favor de la primera, la suma de Pesos Doce Mil ochocientos ( $ 12.800.-), más los intereses que se liquidarán a la tasa pasiva del Banco de la Provincia de Buenos Aires, con el límite del 24 % anual establecido por el plenario de esta Exma. Cámara Departamental “ Banco de la Edif. de Olavarria c/ Pena Daniel s/daños y perjuicios”. II.-Imponer las costas a la parte demandada vencida ( art. 68 del CPCC ). III. Diferir la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno ( Art.51 de la ley 8904 )      

II) El pronunciamiento es apelado por la demandada Bernardino Rivadavia Coop.Ltda. de Seguros a fs. 952, quien funda su respectiva apelación a fs. 960/962, con argumentos que recibieron respuesta de la contraria a fs. 964/965.

III).- Se agravia el apelante de la sentencia dictada en primera instancia solicitando la modificación del decisorio.

Sostiene que lo agravia el infundado rechazo de la excepción de prescripción interpuesta por el recurrente.

Manifiesta que el art. 58 de la ley de Seguros 17.418, expresamente establece: “...las acciones fundadas en el contrato de seguro prescriben en el plazo de un año desde que la correspondiente obligación es exigible...” y expresando su discrepancia conceptual con el a quo, sostiene que ese es el marco jurídico especifico ( cumplimiento contrato de seguro) en el cual debe dirimirse la cuestión litigiosa, y no emplazarlo dentro de la prescripción decenal.

Afirma que el a quo desinterpreta la norma del Código Civil (art. 4023) que  establece: “...toda acción personal por deuda exigible se prescribe a los 10 años salvo disposición especial...” alegando el recurrente que ese principio general ( 10 años ) se aplica para aquellos supuestos en los cuales no se haya establecido un plazo más corto, tal como el que fija, de modo expreso y especifico, la Ley de Seguros 17418, en su Art. 58.

Expresa el quejoso que no cabe duda alguna que la acción promovida por la actora tiene sustento en la relación asegurativa, de allí, que corresponda inferir, lógica y jurídicamente, que debe aplicarse la prescripción especial que establece el art. 58 de la Ley de Seguros 17.418.  


A los fines de resolver el agravio planteado me referire a los antecedentes de la causa.


En fecha 28 marzo de 1999 el hijo de los actores, Manuel Sebastian Campisi, sufrío un accidente con el automotor asegurado en la intersección de las calles avenida Boulevard Marítimo entre Gascón y Alberti de nuestra ciudad.


El hecho involucro también al vehículo taxi Peugeot 504, dominio SIV 935, propiedad del Sr. Oscar Gabriel Rodriguez y que era conducido al momento del hecho por el chofer Sr. Roberto Juan Benedetti.


También intervino en el hecho el automotor Lada, dominio AES 354, propiedad del Sr. Ramón Alfredo Olazabal y el Sr. Ramón Bienvenido Olazabal, cuida coches del lugar, que resulto con lesiones leves.


Al momento del ilícito el vehículo siniestrado se encontraba asegurado contra todo riesgo en Bernardino Rivadavia Coop. De Seguros.


Con motivo del siniestro se inicio la causa penal “Benedetti Roberto Juan y Campisi Manuel Sebastian sobre lesiones culposas – víctima Ramón Bienvenido Olazabal”.


En el marco de dicha causa se realizó sobre el cuerpo de Manuel Sebastian Campisi, una extracción sanguínea a fin de efectuar una pericia alcoholimétrica.


En razón de los resultados de tal pericia, la aseguradora demandada se eximió de brindar cobertura argumentando que existió culpa grave del asegurado.


La pericia fue declarada nula por la Cámara de apelaciones y garantías en lo penal y la causa finalizó al decretarse la prescripción de la acción, sobreseyéndose al Sr. Campisi.


Señalan los actores que atento la negativa de la compañía aseguradora debieron responder ante el Sr. Olazabal y pagar los gastos de traslado, respuestos y arreglo de su vehículo, así como también el asesoramiento legal en la causa penal.


Manifiestan, en su escrito de inicio, que ante la falta de reíntegro de las sumas por la demandada se vieron obligados a promover la presente acción de restitución. 

IV).- Pasaré a analizar los agravios planteados:

¿Corresponde aplicar al caso la prescripción anual que emana del artículo 58 de la ley de seguros?

  
En supuestos similares al traido se ha dicho que la acción del actor, aunque responda a un derecho cuyo origen está en el contrato de seguro, no emerge de la póliza. Emerge del pago que el asegurado se vio en el trance de efectuar a la víctima del accidente, siendo así que por la constitución del seguro, ese incumbía en definitiva al asegurador.


Se trata, entonces, de la acción de repetición, la cual, no teniendo un término liberatorio especial, se prescribe a los diez años. (art. 4023 del Código Civil, conf. J.A, t. 39, pág. 551; t. 43, pág. 725; t. 58 págs. 557 y 912; t. 62, pág. 788 en LL, 35 pág. 134 y sgts.; en igual sentido dicimbre 20-946, LL, 45-684; ídem 9-4-943, LL 30-221; SCBA, mayo 22-956, “Reiz Carlos y Cía SRL c/ El Sol de Buenos Aires Cía de Seguros y otros”; C. Civl y Com. Parana Sala 2 del 22/08/1990, Sporturno J.L c/ Aizcar S.A. J.A 1996-II Sintesis; C.Civil y Comercial San Isidro, Sala I 21/06/2005 John Bull S.A c/ Lanciotti José; Cámara nacional de Apelaciones en lo Comercial Sala B, 22/12/93 en autos “Dipac S.A c/ Nestle S.A, publicado en la Ley 1994-C-360, entre otras)


Si bien la jurisprudencia y la doctrina no es pacífica, respecto a cual debe ser el plazo de prescripción aplicable a las acciones de repetición, entabladas por el asegurado contra la compañía aseguradora, me inclino por aquella que entiende que es de aplicación el plazo decenal previsto en el art. 4023 del Código Civil.


Nuestro Máximo Tribunal Provincial ha dicho, respecto a como deben interpretarse los plazos de prescripción, que: “...La interpretación de la prescripción debe ser restrictiva y, en consecuencia, ha de estarse por la solución más favorable a la subsistencia de la acción...” (SCBA, B 55.167 S 26-8-1997; SCBA B 61.636 S 9-10-2003). 


Hay destacados autores que consideran que dicha acción de repetición nace del contrato de seguros y que por tanto resulta aplicable la prescripción anual del artículo 58 de la Ley de Seguros, postura que  considero errónea, porque tal acción, como antes he dicho, no nace de la poliza de seguros. (Rubén S. Stiglitz, “Derecho de Seguros”, tomo. II, pág. 505)


Corresponde ahora determinar el momento a partir del cual debe computarse el plazo prescriptivo.


 Al respecto esta Alzada ha resuelto: “...El principio general en la materia es que la prescripción comienza a correr desde que el crédito existe y puede ser exigido...” (CC0102 MP 94.404 RSD-365-95 S 12-10-1995).


El crédito, cuyo cobro pretende la actora, se ha tornado exigible a partir del momento en que el asegurado ha abonado cada una de las cuotas del acuerdo celebrado entre el Sr. Sebastian Campisi y los Sres. Bienvenido Ramón Olazabal y Ramón Alfredo Olazabal.


Es decir, la prescripción ha comenzado para cada una de las cuotas desde que el asegurado las ha solventado.


Del estudio de la documental agregada de fs. 43 a fs. 48, se advierte que habiendo sido el primer pago cancelado en junio de 1.999 y el último en fecha agosto de 1999, para ninguno de ellos ha transcurrido la prescripción decenal aplicable al tipo de acción entablada.


Más allá de lo antes dicho, habiendo acaecido el siniestro que ha desatado el cúmulo de obligaciones que recayeron en cabeza del asegurado en fecha 28 de marzo de 1.999, ningún pago de los que el actor se vio obligado a solventar, que han encontrado su causa en el hecho ilícito, resulta prescripto.    


En razón de lo expuesto se rechaza el agravio traido a esta instancia.

ASI LO VOTO.-

A LA MISMA CUESTION PLANTEADA EL SR. JUEZ DR. ROBERTO J. LOUSTAUNAU DIJO:

Me permito disentir con el voto de la Dra. Zampini. Considero que la acción intentada en este proceso se encuentra afectada por la prescripción liberatoria, por lo que he de proponer que se revoque la sentencia de primera instancia, con base en los siguientes fundamentos:

1. Las acciones de repetición de lo pagado, como cualquier otro medio que la ley brinda para que el deudor le procure al acreedor aquello a que se ha obligado,  se derivan de la existencia previa de una obligación (art.505 inc.1º del Código Civil).

Uno de los elementos esenciales que tipifican a la obligación, es la existencia de un hecho externo y antecedente que es su causa fuente. Ello, en tanto la obligación constituye una categoría lógica y por lo tanto sometida a los principios de la razón suficiente (Zannoni, Eduardo Antonio “Elementos de la obligación” editorial Astrea página 47 Bs.As. 1996), que exige la existencia de un porque.

Dicho de otro modo, y para que quede más clara la razón de mi disidencia, no hay acciones de repetición de lo pagado , y por lo tanto obligación previa, si no existe una fuente lícita de deber. No existen las acciones de repetición que surjan de la nada, del aire,  sino que se originan en una causa fuente que vincula a quien ha pagado con quien debió haber pagado (argumento arts.689, 784 y siguientes del CódigoCivil).

2. No existe otro vínculo jurídico entre actor y demandado que pudiera dar lugar a la repetición, que no sea el contrato de seguro contra la responsabilidad civil, cuya existencia, y vigencia al momento del hecho, ha quedado reconocida.

Consecuentemente el actor sólo puede reclamar a la compañía de seguro la repetición de lo pagado al damnificado, con fundamento en el incumplimiento de la obligación de mantener indemne al asegurado, propia del contrato de seguro contra la responsabilidad civil (art. 109 ley 17.418). Con ello queda claro que la acción de repetición intentada en este proceso reconoce como única causa fuente posible ese contrato de seguro. 

Si ello es así, el plazo de prescripción aplicable es el anual previsto en el art. 58 de la ley de seguros.

3. En la revisión del expediente no he podido encontrar ningún acto o hecho interruptivo o suspensivo del curso de la prescripción liberatoria, en tanto la carta documento cuyas copias obran a fs. 98 y siguientes, resulta de fecha posterior al acaecimiento del plazo anual, y no es posible suspender o interrumpir una prescripción ya sucedida.  Ello, con independencia de la debatida cuestión acerca de la operatividad de la suspensión del curso de la prescripción en materia comercial (ver al respecto Moisset de Espanés, Luis;  “Prescripción”; Ed. Advocatus; pag. 286 y sgtes., Córdoba, 2006). 

4. Tampoco constituye un impedimento para obrar (accionar) el demorado pronunciamiento habido en sede penal respecto a la ilegitimidad de la extracción de sangre practicada sobre el conductor, que fuera lo que permitió a la aseguradora, plantear la exclusión de cobertura. 

Ello, en razón de que no existe una cuestión prejudicial (art. 1104 Cód. Civil), que la preexistencia de la causa criminal sólo impide el dictado de sentencia, más no la promoción de la acción (art. 1101 Cód. Civil), por lo que el aquí actor no tuvo impedimento alguno para promover en tiempo oportuno la acción de repetición de lo pagado, aduciendo la falta de configuración de la causal invocada por la citada en garantía. A tal punto ello es así, que en los autos caratulados: “Rodriguez, Oscar Gabriel c/ Campisi, Manuel y otra s/ daños y perjuicios” se agregó la copia de la decisión de la Cámara Penal con anterioridad al dictado de sentencia en primera instancia y consecuentemente se rechazó la exclusión de cobertura (copia obrante a fs. 857/863).  

Tampoco el actor ha invocado, ni probado en consecuencia, el supuesto de excepción del art. 3980 del Cód. Civil.

5. No ignoro que en algún precedente judicial se ha considerado que, encuadrando el seguro como contrato de consumo, corresponde la aplicación del plazo trienal de prescripción previsto en el art. 50 de la ley 24.240 (Cámara Civil y Comercial de Sante Fé, Sala primera, 4-10-2006, “Martinez, Walter c/ Aetna Vida S.A. s/ ordinario”). Y ello “no porque haya una derogación directa o indirecta del art. 58 de la ley de seguros o porque el estatuto del consumidor sea ley mas nueva o sobreviniente, sino porque el orden público protectorio que informa el texto del art. 3 de la ley 24.240 hace que todo contrato de consumo deba regirse por los preceptos que, en el caso, resultan más favorables a esa parte más débil en la relación negocial” (RDPyC 2006-3, “Interpretación del contrato”, pags. 499 y sgtes.). 

Sin embargo, tengo para mí, que el art. 50 de la ley 24.240 sólo resulta aplicable a las sanciones y acciones emergentes de esa ley, entre las que no se cuentan las del cumplimiento del contrato de seguro que no tiene por objeto una compraventa (con lo cual se excluye la aplicación del art 10 bis L.D.C), sino el compromiso de resarcir un daño o cumplir la prestación convenida si ocurre el evento previsto (art. 1ro ley 17418; Halperin, Isaac; “Seguros” tomo I; pag 55; Ed. Depalma; Buenos Aires; 1983 ).

Además, la aplicación de este norma general que alonga el plazo de prescripción, a un supuesto específico y particular como es el contrato de seguro, podría tornar incierta la operación técnica que funda el seguro, y conducir a que su utilización indiscriminada en todo contrato de consumo, altere tácitamente las normas particulares que los rigen.

 
6. Como última observación señalo que no coincido con el voto precedente en cuanto a que identifica el contrato de seguro con la póliza. El contrato de seguro es un contrato consensual (Stiglitz, Rubén; “Derecho de seguros”; Ed. Abeledo-Perrot; Buenos Aires; 1997; Tomo I; pag. 102; art. 4to de la ley 17.418) y la póliza es su instrumento. 

También, y a diferencia de lo que afirma el Sr. Juez A quo, en su sentencia, la citada en garantía resulta obligada concurrente, y no solidaria (Pizzaro Vallespinos; “Obligaciones”; Tomo I; Ed. Hammurabi; pags. 607, 608 pto. F; Buenos Aires; 1999). 

Por todo lo expuesto, entiendo que debe hacerse lugar al recurso de la demandada y revocar la sentencia apelada, declarando operada la prescripción liberatoria respecto de la acción de repetición que, fundada en el contrato de seguro, se ha intentado en este proceso. Propongo que las costas, en ambas instancias, se impongan a la actora vencida (art. 68 y 274 C.P.C). 

ASI LO VOTO. 

A LA MISMA CUESTION PLANTEADA EL SR. JUEZ DR. RICARDO D. MONTERISI DIJO:
Adhiero a los sólidos fundamentos del voto de mi distinguido colega Dr. Loustaunau, y en relación con lo que apunta en el punto 5 en cuanto a la inaplicabilidad en el caso del plazo trienal de prescripción previsto en el art. 50 de ley 24.240 agrego lo siguiente:

1.- Como bien señala destacada doctrina autoral el capítulo XII de la ley 24.240 –arts. 45 a 51- se describe el procedimiento y las sanciones administrativas pertinentes en caso de vulneración a dicha normativa. En su art. 50 se establece el plazo de prescripción de las acciones y sanciones emergentes de la dicha ley que se fija en el plazo de tres (3) años. Por lo que la ley 24.240 no ha previsto un plazo de prescripción para las acciones judiciales emergentes de la misma, que solo es aplicable a las acciones y sanciones administrativas (Stiglitz, Rubén S. - Compiani, María Fabiana, “El plazo de prescripción del contrato de seguro”, LA LEY 2005-F, 379).-

2.-  La ley 17.418, constituye una norma especial en relación con aquella que regula los contratos de consumo, ley 24.240, -aunque posterior- no deroga el art. 58 de aquella norma –que reitero, establece un caso especial de prescripción-, toda vez que no ha sido esa la intención del legislador ni existe incompatibilidad absoluta entre una y otra, que permita tener por derogada la disposición de esta última en materia de prescripción. Por otro lado, el postulado de interpretación solo juega a favor del consumidor en caso de duda –y aquí no lo hay-,  a lo que se la aúna que ese plazo especial de prescripción (art. 58) ha tenido en miras la valoración del riesgo económico específico que el contrato de seguro conlleva, el que no puede quedar alterado sin más por la 24.240 (Stiglitz, Rubén S. - Compiani, María Fabiana, “La prescripción del contrato de seguro y la ley de defensa del consumidor”, LA LEY 2004-B, 1231)

ASI LO VOTO.

A LA SEGUNDA CUESTION LA SRA. JUEZ DRA. ZAMPINI DIJO:


Corresponde, por mayoría: I) Hacer lugar al recurso de la demandada, revocando consecuentemente la sentencia apelada. II) Imponer las costas de ambas instancias a la actora vencida (art. 68 y 274 del C.P.C). III) Se difiera la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 de la ley 8.904). 

ASI LO VOTO.-


Los Sres. Jueces. Dres. Roberto J. Loustaunau y Ricardo D. Monterisi  votaron en igual sentido.


En consecuencia, se dicta la siguiente 


SENTENCIA


Por los fundamentos dados en el presente acuerdo y por mayoría: I) Se hace lugar al recurso de la demandada, revocando consecuentemente la sentencia apelada. II) Se imponen las costas de ambas instancias a la actora vencida (art. 68 y 274 del C.P.C). III) Se difiere la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 de la ley 8.904). Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 del C.P.C). Devuélvase.


NELIDA I. ZAMPINI                RICARDO D. MONTERISI             




ROBERTO J. LOUSTAUNAU

Secretario

